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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dos de abril de dos mil nueve 
Acta número 0019 del 2 de abril de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta minutos de la tarde, esta Sala y su Secretaria declaran abierto el acto público programado para resolver la alzada que la parte demandada ha propiciado contra la sentencia con que el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el cinco de diciembre del año anterior, puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Martín Alonso Moncada Rendón adelanta contra el Instituto de Seguros Sociales.
El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES

Manifiesta el actor, a través de vocero judicial, que fue calificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez con un 65% de pérdida de capacidad laboral, por enfermedad de origen común y con fecha de estructuración del 22 de enero de 2007, calenda para la cual se encontraba afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, a través del Instituto de Seguros Sociales; el 10 de marzo de 2008 solicitó el reconocimiento de su pensión de invalidez, lo cual fue resuelto negativamente por medio de la Resolución 4565 de 2008, por no cumplir con los requisitos establecidos en la Ley 860 de 2003; afirma cumplir a cabalidad con los requerimientos contenidos en el texto original de la Ley 100 de 1993, por lo que considera que, en aplicación de los principios de solidaridad, universalidad y progresividad de la seguridad social, debe reconocérsele la pensión de invalidez reclamada, amén que la Corte Suprema de Justicia en casos idénticos ha reconocido pensiones con base en el principio de la condición más beneficiosa.  
Con sustento en esa relación de hechos, solicita que se condene al Instituto de Seguros Sociales al pago de la pensión de invalidez conforme a lo establecido en el artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, desde el 22 de enero de 2007, fecha de estructuración del estado invalidante, el retroactivo de las mesadas, indexación, intereses moratorios, lo que resulte probado en forma ultra y extra petita y las costas procesales. 
La demanda fue admitida por auto del 8 de agosto de 2008 por el Juzgado Segundo Laboral de este Circuito, fl. 22, ordenándose correrla en traslado al demandado.

Cumplido el trámite anterior y mediante apoderado judicial se pronunció el Instituto de Seguros Sociales, fls. 20-29, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones de la demanda y excepcionando Prescripción e Inexistencia del derecho. 
El intento de conciliación fracasó por la manifestación de la demandada respecto a no asistirle tal ánimo, fl. 36; surtidas otras etapas procesales, se constituyó el Despacho en primera audiencia de trámite, se decretaron las pruebas que a las partes interesaban y se fijó fecha para el juzgamiento. 

El 5 de diciembre de 2008 se dictó sentencia en la que se condenó al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar la pensión de invalidez del actor, para ello consideró que debía aplicar los postulados de la condición más beneficiosa, remitiéndose a la normatividad vigente antes de la promulgación de la Ley 860 de 2003, Ley 100 de 1993 sin modificaciones, y encontrando que el accionante cumplía con los requisitos allí exigidos. Cargó las costas al Instituto demandado, fls. 39-45. 

Inconforme con la decisión apela el apoderado del demandado, manifestando que la legislación aplicable a este asunto, es la vigente para la fecha en que se estructuró la invalidez del demandante, esto es, la Ley 860 de 2003, cuyos requisitos no cumple; concedido el recurso fueron enviados a esta Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual presentó escrito el apoderado de la parte actora solicitando la confirmación de la sentencia de primera instancia; se procede a resolver con apoyo en estas
CONSIDERACIONES

La inconformidad del apelante se circunscribe exclusivamente a la legislación aplicada al caso en concreto, toda vez que considera que se debió acudir a la Ley 860 de 2003 y no a la original Ley 100 de 1993, basada en la cual profirió sentencia condenatoria la funcionaria de primera instancia. 

Esta Corporación en casos similares accedió a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, permitiendo a quien, al no cumplir con los requisitos de la Ley en cuya vigencia se configuró su derecho, acudiese a normas anteriores, sin embargo, después de un mesurado análisis de tal posición, llegó a la conclusión de que debe ser variada, en el sentido de acceder a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en aquellos casos en que se ha dado un cambio de régimen, resultando más gravosos para el afiliado los requisitos del anterior, los cuales cumple, aunque no acredite los más benévolos del nuevo sistema, amén que el legislador no haya previsto un régimen transicional en ese nuevo régimen.

Esto sería lo ocurrido con el cambio de sistema que se suscitó con la expedición de la Ley 100 de 1993, norma en la que los requisitos para acceder a la pensión de invalidez se tornaron más indulgentes, razón por la cual, al acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el régimen anterior, Acuerdo 049 de 1990, es posible acceder a su aplicación; sin embargo no ocurre lo mismo en el transito que se hizo de la Ley 100 de 1993 a la 860 de 2003, toda vez que ello no implicó un cambio de régimen, sino una variación en los requisitos a cumplir dentro del mismo, además las exigencias implantadas por la reforma resultaron más elevadas que las del texto original de la mencionada Ley 100, motivo por el cual no es posible la aplicación del pretendido principio en dichos casos, ello por razones de sostenibilidad y equilibrio financiero del sistema.

Al respecto, se manifestó la Corte Suprema de Justicia así:

“Por lo demás, no hay lugar a la aplicación de la condición más beneficiosa cuando la persona que se invalida en vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003 no cumple los requisitos previstos en esa normatividad, pero sí las 26 semanas del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original. 

En efecto, el principio de la condición más beneficiosa en materia pensional ha tenido extensa aplicación por parte de la jurisprudencia, respecto a aquellas personas que habiendo cumplido con un nivel elevado de cotizaciones antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones, (150 semanas de cotización dentro de los 6 años anteriores a la fecha del estado de invalidez, ó 300 semanas en cualquier época con anterioridad a ese estado) tal como lo determinaba el artículo 6° del Acuerdo 049 de 1990 del I.S.S., no cumplían con las 26 semanas para el momento de la invalidez o de la muerte exigidas por la Ley 100 de 1993, pero en razón a que se consideró que la nueva legislación traía una exigencia menor en número de cotizaciones respecto de la legislación anterior. 

Sin embargo, esta no es la situación que surge en el evento de la Ley 860 de 2003 frente al artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, por cuanto esta última exigía niveles de densidad de cotizaciones bajos en relación con los más exigentes pretendidos por el legislador en la nueva disposición.” (
) (Subrayado nuestro)  

La Corte Constitucional, refiriéndose al carácter progresivo de los derechos sociales, afirmó:
“Sobre este particular, en apartados anteriores de esta decisión se han expuesto a profundidad los argumentos que ha tenido en cuenta la Corte para concluir, en distintas decisiones, que las modificaciones legislativas al régimen de pensión de invalidez contenidas tanto en la Ley 797/03 como en la Ley 860/03, se muestran injustificadamente regresivas. Ello en la medida que (i) imponen requisitos más gravosos para el acceso a la prestación económica en comento; (ii) no están fundadas en razones suficientes que faculten al Congreso para disminuir el nivel de protección; (iii) afectan con una mayor intensidad a personas que por su avanzada edad y situación de discapacidad, son sujetos de especial protección por parte del Estado; y (iv) no contemplan medidas adicionales que busquen evitar la afectación desproporcionada de los intereses jurídicos de los afiliados al sistema al momento de la modificación legal, entre ellos un régimen de transición. 

En segundo término, para que el amparo constitucional proceda en los casos analizados deberán comprobarse circunstancias de índole fáctica, las cuales tendrán que concurrir ineludiblemente en cada evento concreto, como presupuesto para que el juez de tutela proteja los derechos fundamentales invocados. Así, en primer lugar, en cada caso deberá estarse ante los supuestos que la jurisprudencia constitucional ha previsto para la inminencia de un perjuicio irremediable, habida cuenta que la discusión sobre derechos laborales en un asunto que, de manera general, es de competencia de la jurisdicción ordinaria. Como segunda medida, debe acreditarse que la falta de reconocimiento y pago de la pensión de invalidez tiene efectos incontrovertibles en términos de vulneración del derecho fundamental al mínimo vital del afiliado. En ese sentido, deberá comprobarse la conexión necesaria entre el pago de la prestación económica y la consecución de las condiciones materiales que garanticen la subsistencia del interesado. De esta manera, en caso que se demuestre que el afiliado cuenta con otras fuentes de ingreso, distintas a la pensión solicitada, el amparo resultará improcedente ante la falta de inminencia de un perjuicio irremediable.

Finalmente, deberá comprobarse por parte del juez constitucional que la aplicación de las normas resultantes del tránsito normativo resulta irrazonable para el caso concreto. Para este efecto, servirán de criterios indicadores de esta afectación, entre otros (i) la cercanía en el tiempo entre la fecha en que se estructura la invalidez y la modificación normativa que impone condiciones más estrictas para el reconocimiento y pago de la prestación; y (ii) el cumplimiento en el caso concreto de las condiciones que exigía la Ley 100/93, en su versión “original”, para que el asegurado tuviera acceso a la pensión de invalidez una vez acaecido el hecho que configura la discapacidad inhabilitante para el empleo” (
).(Subrayado nuestro)

Ahora bien, de acuerdo al documento de folio 8 la invalidez del actor, la cual asciende a un 57,95% de perdida de capacidad laboral, se estructuró el 22 de enero de 2007, calenda para la cual estaba rigiendo, para su caso concreto, la Ley 860 de 2003, por lo tanto, y teniendo en cuenta lo hasta acá expuesto y la posición de la Corte Suprema de Justicia, resulta imposible acceder a las pretensiones de la demanda por la vía de la condición más beneficiosa; además tampoco tendría aplicación lo establecido por la Corte constitucional, toda vez que no existe cercanía temporal entre la modificación normativa a aplicar y la fecha de estructuración del estado invalidante, como quiera que entre una y otra corrió un lapso superior a los tres (3) años. 
Visto lo anterior, se impone la revocatoria de la sentencia de primera instancia, para en su lugar absolver al Instituto de Seguros Sociales de las pretensiones incoadas en su contra.

Costas en esta sede no se causaron.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia que por vía de apelación se revisa y en su lugar ABSUELVE al Instituto de Seguros Sociales de todas y cada una de las pretensiones incoadas en su contra por Martín Alonso Moncada Rendón. Costas de primera instancia a cargo del demandante en un cien por ciento (100%).

Costas en esta Sede no se causaron.
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

(�). Sentencia del 2 de septiembre de 2008. Rad. 32.765. M.P. Eduardo López Villegas.
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